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EXCLUSIÓN DE CANDIDATURA EN CONCURSO DE MÉRITOS / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. [N]o se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que el señor Octavio Cardona Caviedes tienen la posibilidad de hacer uso de otros mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que considera violatorios de sus derechos. Así las cosas, teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, es claro para esta Corporación que muy a pesar de lo que considera el actor, en su caso es más que evidente la posibilidad que tiene de plantear ante la Justicia Contencioso Administrativa la revocatoria de los actos administrativos que él considera violatorios de sus derechos, y en virtud de los cuales hoy se encuentra por fuera del concurso, toda vez que en su caso no se avizora ningún tipo de perjuicio irremediable que se le esté causando por habérsele eliminado de la mencionada convocatoria. En ese orden de ideas, dirimir la situación planteada por el actor, no es algo que se pueda discutir por este mecanismo excepcional, por cuanto, como ya se ha indicado, no pueden obviarse los presupuestos de residualidad o subsidiariedad, al no adverar perjuicio irremediable que en realidad pueda afectar de manera insuperable los derechos invocados por el actor, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural. En concordancia con lo anteriormente expuesto, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala, no queda alternativa diferente declarar improcedente el amparo constitucional invocado.   
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor OCTAVIO CARDONA CAVIEDES en contra de la COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la igualdad, trabajo, debido proceso y acceso a cargos públicos. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que el 1º de julio del año 2016 la Comisión Nacional de Servicio Civil abrió una convocatoria para el concurso de Directivos y Docentes del Departamento de Risaralda, concretamente en su caso como docente en el área de Ciencias Naturales / Física, cargo para el cual cumple con las condiciones, teniendo en cuenta el título obtenido por él en la Universidad Tecnológica de Pereira en el año 2010. 
Señaló el accionante que la mencionada Comisión le permitió participar de la convocatoria, y si de esa manera lo hizo, fue porque cumplía con todos los requisitos para ello, toda vez que desde el inicio se hace un filtro de los participantes.  

Contó que para poder participar del concurso se inscribió en la plataforma, anexó todos los certificados de su formación académica, experiencia laboral y datos personales, donde consta que él es ingeniero físico, y que tiene la experiencia y las aptitudes para desempeñar el rol pretendido. Además, después de presentar la prueba académica ocupó el primer lugar, y en la evaluación psicotécnica ocupó el quinto. 

No obstante, en la verificación de documentos le notificaron que no es apto, puesto que su carrera no compagina con el perfil que busca la convocatoria, lo cual le resulta extraño, teniendo en cuenta que lo que se busca es un docente para el área de física, cuestionamiento que basa en que sí permiten otro tipo de ingenierías para el cargo, como la civil, mecánica o mecatrónica, y no el suyo que es precisamente el de ingeniería física. Sin embargo, la Comisión Nacional de Servicio Civil, en una decisión que le resulta arbitraria e injustificada lo expulsó del concurso. 

Inconforme con la situación elevó varias solicitudes a la entidad expresando su desacuerdo, pero no ha obtenido respuesta. 
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos mencionados en precedencia, solicitó el libelista que se tutelen sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al mínimo vital, al debido proceso y a ocupar cargos públicos. 

En consecuencia de lo anterior, se ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil que en un término improrrogable de 48 horas lo vincule nuevamente para continuar con las etapas faltantes del concurso. Además, se le ordene brindar una respuesta de fondo frente a la solicitud de que se le expliquen las razones de esa decisión, y también el por qué no se encuentra la profesión de ingeniería física dentro de aquellas requeridas para el desempeño del cargo pretendido.   

TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 18 de septiembre del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de la Comisión Nacional de Servicio Civil, además, se negó la solicitud de medida provisional pedida por el actor, en el sentido de ordenarle a la encartada que lo vinculara nuevamente a la convocatoria para Directivos y Docentes del Departamento de Risaralda, puesto que aquella se encontraba en consonancia con las pretensiones que se persiguen con esta acción de tutela; además no se evidenció el perjuicio cierto e inminente que presupone ese tipo de medida. 
Más adelante se vinculó al asunto a la Universidad de Pamplona, toda vez que fue esa la institución educativa contratada por la Comisión para llevar a cabo las pruebas relacionadas con la Convocatoria No. 400 de 2016 que se cuestiona en esta oportunidad.     
RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS Y VINCULADAS:
COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL: en primer lugar hizo referencia a las causales de improcedencia de la acción de tutela, por lo que para el caso concreto señaló que en una de ellas está inmersa la presente acción, toda vez que con ella se pretenden contrariar las normas contenidas en el Acuerdo No. 20162310000196 del 01 de julio de 2016, concretamente las reglas que para la participación en el concurso cuestionado se establecen allí, disposición que constituye un acto administrativo de carácter general.
Expuso que los requisitos que rigen la Convocatoria No. 400 de 2016 se encuentran definidos no sólo en el mencionado acuerdo, sino también en la Oferta Pública de Empleos de Carrera, sustentada en la Resolución No. 09317 del 6 de mayo de 2016, mediante la cual se adoptó el Manual de funciones, requisitos y competencias para los cargos de Directivos Docentes y Docentes del sistema especial de carrera docente, expedido por el Ministerio de Educación Nacional, actos administrativos que se encuentran en firme y surten efectos jurídicos, puesto que no han sido suspendidos ni declarados nulos.
Ahora, refirió la encartada que el señor Cardona Caviedes busca pretermitir la etapa de reclamaciones frente a los resultados de la verificación de requisitos mínimos, la cual debió ser presentada dentro del término contemplado en la misma norma, y que deberá ser resuelta por la Universidad de Pamplona entre el 16 y el 22 de septiembre del año que avanza, para posteriormente ser consultada a través del aplicativo SIMO, fase administrativa que en el momento de acudir al mecanismo constitucional de amparo no había concluido, razón por la cual cuestiona esa Comisión que el accionante promueva la presente acción sin conocer los resultados de la misma. 
Explicó además que la decisión de excluir al señor Octavio del concurso se encuentra sustentada en las normas que regulan la convocatoria, las cuales son de obligatorio cumplimiento, especialmente porque en el momento en que él realizó su inscripción en la misma, aceptó de manera libre y voluntaria las normas del proceso, de las cuales tenía conocimiento dada su amplia divulgación en el momento de publicar el concurso. Aunado a ello, la verificación de requisitos mínimos se realiza con fundamento en los documentos aportados por los participantes, confrontados con los requisitos del empleo, para determinar si reúne las condiciones para el desempeño del cargo ofertado, verificación que se hace con posterioridad a la presentación y superación de la prueba de aptitudes y convocatorias básicas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4º de la Convocatoria No. 400 de 2016. 
Más adelante refirió que la Comisión Nacional de Servicio Civil suscribió un contrato con la Universidad de Pamplona, quien efectuó la etapa de verificación de requisitos mínimos del concurso, y conceptuó que el señor Octavio Antonio Cardona Caviedes no acreditó los requisitos mínimos, pues su perfil profesional no se encuentra en el manual de funciones adoptado por el Ministerio de Educación Nacional, pues esa cartera ministerial no incluyó para el ejercicio de la docencia en el área de ciencias naturales – física, la carrera de ingeniería física.  
También resaltó la encartada que la escogencia del empleo específico la realiza de forma voluntaria el aspirante, quien previamente debe estudiar si reúne o no las calidades exigidas para el mismo, etapa en la cual la Comisión no tiene ningún tipo de injerencia. 
Por último, explicó que al actor se le garantizó su derecho al debido proceso, pues se le brindó la oportunidad de presentar reclamación en los términos definidos en el acuerdo de la convocatoria. 

Finalmente puntualizó que no puede existir una vulneración al derecho fundamental al trabajo del señor Octavio Cardona Caviedes, pues el concurso sólo genera una expectativa o probabilidad de adquirir hacia el futuro un derecho, sin que se pueda hablar de un derecho adquirido cuando aún no ha conformado ni siquiera la lista de elegibles.  

UNIVERSIDAD DE PAMPLONA: frente al caso puntual indicó esa institución educativa que en efecto, de la lista de títulos solicitada por la Oferta Pública de Empleos de Carrera no se menciona el título acreditado por el accionante, por lo que la única alternativa era inadmitir al aspirante y retirarlo del concurso. 
Ahora, la universidad suscribió un contrato con la Comisión Nacional de Servicio Civil, mediante el cual adquirió el deber de revisar el cumplimiento de los requisitos mínimos de todos y cada uno de los participantes a los cargos respectivos teniendo en cuenta los acuerdos de convocatoria, puesto que los mismos configuran en sí una norma jurídica de obligatorio cumplimiento para todos los vinculados al proceso de selección.
De acuerdo a los dichos sintetizados en precedencia, indicó que no ha vulnerado los derechos fundamentales del señor Octavio Cardona Caviedes, pues simplemente cumplió su deber de verificar el cumplimiento de los requisitos mínimos establecidos en el concurso, y como en este caso el actor acreditó un título universitario que no está contemplado en el programa para el cargo al cual aspira, ello implica que desconoció las normas que el mismo traía consigo, pese a ser exigencias destinadas de forma general a todos los aspirantes. 
En conclusión, solicitó que se declare la presente solicitud de protección constitucional. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en determinar si es viable por medio de este mecanismo constitucional ordenarle a la Comisión Nacional de Servicio Civil que vincule nuevamente al actor a la convocatoria No. 400 de 2016 para los Directivos y Docentes del Departamento de Risaralda. 
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en los casos expresamente previstos en la ley, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En ese orden de ideas, es necesario anotar que el Decreto 2591 de 1991 estableció en su artículo 6º las causales específicas de improcedencia de la tutela, indicando que ella no procede cuando se presenta una de las siguientes hipótesis:

ARTICULO 6º-Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de hábeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.
En ese sentido, sería del caso analizar si en efecto la Comisión Nacional de Servicio Civil incurrió en una vulneración a las prerrogativas constitucionales invocadas por el señor Octavio Cardona Caviedes, sin embargo, teniendo en cuenta los requisitos de procedibilidad que se expusieron arriba, es evidente que para este preciso caso existen dos causales de improcedencia que impiden la realización de un estudio de fondo sobre el asunto.     

Lo primero que ha de decirse es que el accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir para conjurar el daño que considera se le ha causado por parte de la entidad a la cual demanda, como es el de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, en la que incluso puede solicitar la implementación de medidas cautelares o inmediatas si llegaren a ser pertinentes, ello implica que se incumple en primer lugar con el requisito de subsidiariedad de la tutela, toda vez que este mecanismo expedito no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Ahora, debe precisarse también que la norma que rige la convocatoria que hoy nos ocupa, lleva implícita una estructura, una serie de etapas que deben ser atendidas sin excepción, puesto que han sido puestas en conocimiento previamente de todos los aspirantes al mismo, y constituyen la guía que ha de adelantarse hasta que culmine el proceso de selección y nombramiento de las personas que con éxito culminen el proceso, pues no puede pasarse por alto que las normas del concurso son ley para las partes y que cuando una persona se presenta a una convocatoria abierta para la provisión de un empleo en el sector público, acepta de manera inmediata las reglas establecidas para el mismo, y por ende se presume que las conoce y las comprende, en ese sentido, puede observarse que tales fases se encuentran discriminadas en el artículo 4º del acuerdo No. 20162310000196 de 2016, así: 

1. Determinación de vacantes definitivas.
2. Adopción del acto de convocatoria y divulgación.
3. Inscripción y publicación de admitidos a las pruebas. 
4. Aplicación de la prueba de aptitudes y competencias básicas y la prueba psicotécnica. 
5. Publicación de los resultados individuales de la prueba de aptitudes y competencias básicas, de la prueba psicotécnica, y atención de las reclamaciones que presenten los aspirantes. 
6. Recepción de documentos, publicación de verificación de requisitos y atención de las reclamaciones que presenten los aspirantes. (…) 

Con base en lo anterior, encuentra la Sala que el señor Cardona Caviedes instauró la presente acción una vez se enteró de que había sido excluido de la convocatoria, sin precisar en este escenario si agotó el mecanismo que en esa instancia administrativa tenía a disposición suya, como era presentar la respectiva reclamación ante la entidad, sumado a lo cual, si hipotéticamente lo hubiera hecho, se puede observar que no esperó ni siquiera los resultados de la misma, toda vez que la acción de tutela fue entregada en la oficina judicial de reparto el 15 de septiembre del año que transcurre, cuando, de acuerdo a lo dicho por la Comisión Nacional del Estado Civil, los resultados de las reclamaciones presentadas por los aspirantes al concurso serían publicados en forma definitiva el 25 de septiembre de 2017, lo que evidencia una anticipación de parte del actor para activar el presente trámite. 
Sumado a lo anterior, el señor Octavio pretende encontrar por medio de este mecanismo las razones por las cuales no fue incluido su perfil profesional, que es el de ingeniería física, dentro de aquellos requeridos para ser docente precisamente en esa área de las ciencias naturales, sin embargo, también resulta inviable, de acuerdo a los presupuestos de procedibilidad planteados atrás, analizar los efectos de una situación derivada de una norma de carácter general, en atención a lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 así: “La acción de tutela no procederá… Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”.  
Al respecto debe citarse también lo expuesto por la Corte Constitucional en Sentencia T-045 de 2011: 

3. Procedencia excepcional de la tutela contra actos administrativos que reglamentan un concurso de méritos  (…) 3.1. El numeral 5 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela no procede cuando se trata de actos de carácter general, impersonal y abstracto. En ese sentido, la Corte ha indicado que la acción de tutela no procede para controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos. Lo anterior se debe a que dada la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela, quien pretenda controvertir el contenido de un acto administrativo, debe acudir a las acciones que para tales fines existe en la jurisdicción contencioso administrativa. Sin embargo, esta Corporación también ha señalado que existen, al menos, dos excepciones a la regla antes señalada: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
Acorde con las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que el señor Octavio Cardona Caviedes tienen la posibilidad de hacer uso de otros mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que considera violatorios de sus derechos. 
Así las cosas, teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, es claro para esta Corporación que muy a pesar de lo que considera el actor, en su caso es más que evidente la posibilidad que tiene de plantear ante la Justicia Contencioso Administrativa la revocatoria de los actos administrativos que él considera violatorios de sus derechos, y en virtud de los cuales hoy se encuentra por fuera del concurso, toda vez que en su caso no se avizora ningún tipo de perjuicio irremediable que se le esté causando por habérsele eliminado de la mencionada convocatoria. 
En ese orden de ideas, dirimir la situación planteada por el actor, no es algo que se pueda discutir por este mecanismo excepcional, por cuanto, como ya se ha indicado, no pueden obviarse los presupuestos de residualidad o subsidiariedad, al no adverar perjuicio irremediable que en realidad pueda afectar de manera insuperable los derechos invocados por el actor, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural. 

En concordancia con lo anteriormente expuesto, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala, no queda alternativa diferente declarar improcedente el amparo constitucional invocado. 

En virtud de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor OCTAVIO CARDONA CAVIEDES en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL.  
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes, conforme a lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del mismo decreto 2591 de 1991. 

COPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Magistrado 
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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